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4.4. Otras competencias 

Corte en Pleno 

También es de la competencia de la Corte en Pleno declarar si hay o no mérito 
para el enjuiciamiento del Presidente de la República o quien haga sus veces. de los 
miembros del Congreso, de los miembros de la propia Corte Suprema de Justicia, de los 
Ministros, del Fiscal General, del Procurador General o del Contralor General de la 
República, de los Gobernadores y los Jefes de misiones diplomáticas de la 
República. 

Deberá también resolver las colisiones que existan entre diversas disposiciones 
legales y declarar cuál de ellas debe prevalecer, así como los conflictos de cualquier 
naturaleza que se susciten entre las Salas que la integran o entre los funcionarios de la 
Corte, con motivo de sus funciones. Conocerá además de las causas civiles que, por 
enriquecimiento ilícito, se propongan contra el Presidente de la República. 

Por último, en el marco de las atribuciones de naturaleza política, asignadas a la 
Corte Suprema, cabe destacar el papel importante que juega el Alto Tribunal en el 
proceso de creación, evolución y modernización de las leyes judiciales. 

En efecto, en primer lugar, y con arreglo al ordinal 2." del artículo 44 de su Ley 
Orgánica, y el ordinal 4.' del artículo 165 de la Constitución, corresponde al Máximo 
Tribunal iniciar proyectos de Ley relativos a la organización y procedimientos judiciales 
y designar a aquellos de sus miembros que deban representarla en las sesiones del 
Congreso en que ellos se discutan. 

Así mismo tiene la Corte la facultad de recomendar a los otros poderes reformas 
de la legislación sobre otras materias en las que no tenga iniciativa, según lo establece 
en ordinal 3.' del artículo 44 de referida Ley. 

Sala Político-Administrativa 

Le corresponde además a esta Sala la· competencia para conocer: a) de las 
cuestiones de cualquier naturaleza que se susciten en relación con los contratos 
administrativos en los cuales sea parte la República, los Estados o los Municipios; b) de 
las acciones propuestas contra la República, Institutos Autónomos o empresas del 
Estado en las cuales tenga participación decisiva, si su cuantía excede de cinco millones 
de bolívares; e) de las igualmente intentadas contra los organismos anteriores si su 
conocimiento no corresponde a otra autoridad; d) de las causas conexas, siempre y 
cuando a esta Sala corresponda el conocimiento de alguna de ellas; e) de las apelaciones 
contra las decisiones de la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo, cuando ese 
órgano judicial no conoce en única instancia; contra las de los tribunales ordinarios o 
especiales en Jos juicios en que la República sea parte o tenga interés y su conocimiento 
no esté atribuido a otra autoridad; y contra las apelaciones en Jos juicios de 
expropiación; f) de los recursos de hecho que se interpongan ante ella, referidos a la 
jurisdicción contencioso-administrativa; g) de la abstención o negativa de Jos 
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funcionarios nacionales cuando están obligados por ley a cumplir determinados actos; 
h) del recurso de interpretación en los casos previstos en la ley; i) del otorgamiento de 
los exequátur a las decisiones de casos contenciosos emanadas de autoridades 
extranjeras, conforme a las reglas del Derecho Internacional Privado; j) de las causas 
ocurridas en alta mar, espacio aéreo internacional, puertos o territorios extranjeros, 
que puedan ser promovidas por la República; k) de las causas que se sigan contra 
diplomáticos acreditados en la República, en los casos previstos en el Derecho 
Internacional; l),de las causas de presas; m)de cualquiercontroversian,asuntoJitigi¡¡,so 
que le atribuyan las leyes (pueden señalarse como ejemplos, la consulta obligatoria ante 
la Sala Político-Administrativa que impone e( texto del artículo 59 del Código de 
Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 62 ejusdem, de toda decisión en la 
que se declare la falta de jurisdicción de los Tribunales, y el recurso de regulación de 
jurisdicción previsto igualmente en la ley adjetiva). 

Además, puede esta Sala, como medida extraordinaria inspirada en el sistema 
jurídico norteamericano, solicitar algún expediente que curse por ante otro Tribunal, y 
avocarse al conocimiento del asunto, cuando lo juzgue pertinente. 

5. Naturaleza del Tribunal Constitucional o Tribunal similar 

La Corte Suprema de Justicia venezolana es un órgano jurisdiccional cabeza del 
Poder Judicial, del cual constituye su máxima representación (Artículo !ro. de la Ley 
Orgánica e la Corte Suprema de Justicia). Como todo órgano judicial en Venezuela los 
jueces que la integran son autónomos e independientes de los demás órganos del Poder 
Público. Contra sus decisiones no se admite recurso alguno (Artículos 205 y 211 de la 
Constitución). 

6. Ley reguladora del Tribunal Constitucional o Tribunal similar 

• Fuente: Constitución, ley orgánica, le:v u otras fiwntes 

El conjunto de normas que regulan'" las- funciones., de! Máximo TribunaL .de la 
República está integrado por disposiciones constitucionales y aquellas de rango legal 
contenidas en la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia. 

Existen además reglamentos interrios que regulan en la Corte Suprema de 
Justicia materias como las jubilaciones y pensiones, vacaciones de personal 
administrativo, horario de trabajo, primas de antigüedad, entre otros. 

7. Régimen administrativo y linancicro del Tribunal Constitucional o 
Tribunal similar 

El Alto Tribunal está facultado para preparar cada año su proyecto de 
presupuesto de gastos; en ese sentido, presenta al Poder Ejecutivo dicho proyecto para 
que el mismo sea incluido en el Presupuesto General de la Nación, a los fines de su 
aprobación por el Congreso de la República. 

fiUS 



Documemarüo e Direito Comparado 11."' 71172 /997 

A nivel interno, corresponde al Presidente de la Corte la administración del 
presupuesto de ésta. 

8, Servicios de apoyo u los jueces y al Tribunal Constitucional o Tribunal 
similar 

Es importante hacer referencia, en primer término, al Juzgado de Sustanciación 
de la Sala Político-Administrativa, órgano autónomo- integrado por personas distintas 
a los titulares de la Presidencia y Secretaría de la Sala- al cual le corresponde, realizar 
todos los actos típicos de procedimiento: admisión de demandas, admisión y evacuación 
de pruebas, citaciones y notificaciones, actos de contestación de demandas, designación 
de peritos, entre otros; es decir, le compete la tramitación del juicio hasta dejarlo en 
estado de dictar sentencia. 

Igualmente el legislador, en aras de aligerar y tecnificar el trabajo de la Corte, le 
confirió a ésta la facultad de contratar profesionales y técnicos. Los profesionales con 
los que cuenta el Alto Tribunal, específicamente en el área del derecho, se ubican en las 
siguientes categorías: Abogados asistentes y Abogados auxiliares. 

Los abogados asistentes son asignados directamente al despacho de cada 
Magistrado, se dividen, a su vez, en Abogados de planta (o nómina) con permanencia 
fija durante el horario de labores de la Corte; y Abogados contratados, cuya jornada de 
tmbajo está establecida en cada caso en los respectivos contratos y pueden ejercer 
libremente la profesión. Su trabajo fudamentalmente consiste en asistir al respectivo 
Magistrado en las labores de búsqueda de doctrina y jurisprudencia necesaria para la 
solución de determinados casos, elaboración de proyectos rutinarios, información y 
atención al público acerca del curso de los expedientes cuyas ponencias corresponden 
al Magistrado y, en general, colaborar con éste en todo lo que pueda facilitar sus 
funciones. 

Los abogados auxiliares son personas a quienes la Corte encomienda la 
elaboración de determinadas ponencias en materia de su especialidad y perciben un 
pago por cada proyecto presentado. Estos profesionales no están vinculados 
contractualmente con la Corte. 

II. AMBJTO, OBJETO Y MODELOS DE FlSCALIZAClON DE LA 
CONSTITUCIONALIDAD 

l. Ambito y objeto de control 

1.1. Actos normativos objeto de control: leyes y otros actos normativos del 
poder público 

Toda ley, en los términos definidos por la Constitución como acto sancionado 
por las Cámaras del Congreso de la República (Senado y Diputados) como cuerpos 

H09 



colegisladores, está sometida al control constitucional. De igual modo, están sometidos 
a dicho control los demás actos normativos emanados del Poder Público, tales como, 
leyes estadales (Venezuela es un Estado Federal), ordenanzas municipales, decretos 
leyes, decretos ejecutivos, entre otros. 

1.2. Noción de norma para efecto de control de la constitucionalidad 

.La jurisprudencia Y.enezolana considera ~ la noción de norma alude a todo 
precepto con características de abstracción, generalidad· e intempora!TctaJ. 

1.3. Norma y precepto normativo 

La Constitución venezolana apela a una delinición formalista de la Ley, entendida 
como todo acto de las Cámaras del Congreso actuando como órganos colegisladores. 
Precepto normativo por otra parte y a los efectos del control sobre su constitucionalidad 
será como antes se indicó todo aquel dictado por órganos competentes del Poder Público 
con caracteósticas de abstracción, generalidad e intemporalidad. 

1.4. Derecho Internacional y Derecho Supranacional 

La legislación venezolana no ofrece una solución clara y específica en estos 
casos; sin embargo, el punto ha sido objeto de elaboración jurisprudencia!: uno de los 
casos más sonado lo constituye el conocido como Tito Gutiérrez Alfara (sentencia de 
Sala Plena de fecha 29 de abril de 1965), en donde la mayoría sentenciadora consideró 
que el ámbito de control sobre estos actos sólo se extiende hasta los actos de ratificación 
del Tratado por el Congreso, haciendo abstracción de su contenido. 

Sin embargo, en un análisis más reciente sobre la materia, en un caso en el que 
fuera demandada la nulidad del parágrafo primero del artículo único de la Ley 
Aprobatoria del Acuerdo de Cartagena (sentencia de Sala Plena de fecha 25 de 
septiembre de 1990), precisó la Corte -.en .un P.oh'l11i,.o fallo qlle solo contó con ocho 
votos a favor, por lo que no puede ser considerado como criterio definitivo al respecto lo 
siguiente: 

SIO 

"Aun cuando en sentencia del 29 de abril de 1965, publicada en la Gaceta 
Olicial n." 958 Extraordinario del 21 de mayo de 1965, la Corte declaró que 
carecía de competencia para conocer y declarar la nulidad total de la Ley 
Aprobatoria del Tratado de Extradición que tiene celebrado Venezuela con 
loS EstadOs Unidos de América, ese pronunciamiento se justifica por cuanto 
se pretendía la invalidez absoluta de esa Ley y, consecuencialmente, del 
Tratado mismo, pero en el caso de autos la acción se dirige contra una 
disposición de la Ley Aprobatoria que por su índole y alcance: la limitación 
a la vigencia y eficacia en Venezuela de las Decisiones que se adopten por el 
órgano dei"Acuerdo de Cartagena", lo que quiere decir es que no se persigue 
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la nulidad del Tratado en sí ni la descalificación, como Ley formal de la 
República, del acto aprobatorio, en razón de lo cual la acción es 
perfectamente admisible y no se contraría el criterio sustentado en la dicha 
sentencia del 29 de abril de 1965." 

1.5. Omisiones legislativas 

No existe previsión en el derecho venezolano a este respecto; sin embargo, existe 
opinión doctrinaria - propuesta por la autora del presente trabajo - en el sentido de 
incluir en el actual proyecto de reforma constitucional la responsabilidad del Congreso 
por omisiones· legislativas. 

1.6. Actos políticos 

Reciente jurisprudencia de nuestro Alto Tribunal (caso Hernán Gruber Odremán, 
sentencia de Sala Plena de fecha 16 de marzo de 1993) ha ratiticado la tendencia 
existente en nuestro país a extender el control de constitucionalidad a todo acto del 
Poder Público, incluyendo los actos de Gobierno cuya noción en el derecho moderno 
ha ido desapareciendo como categoría exceptuada de control. 

l. 7. Actos administrativos 

Ratificando lo anteriormente expuesto, la interpretación de la Corte Suprema 
actuando como órgano de control constitucional tanto en Sala Plena como en Sala 
Político-Administrativa ha ido extendiendo el ámbito de control a todo acto 
administrativo del Poder Público. 

1.8. Decisiones jurisdiccionales 

El control constitucional sobre decisiones judiciales puede ser visto en 
Venezuela desde dos vertientes; el control que corresponde a la Casación que en 
Venezuela no incluye la materia contencioso administrativa y, de otra parte, la novedosa 
vía de amparo constitucional contra sentencias, resoluciones u otros actos 
jurisdiccionales, dictados por Tribunales de la República actuando fuera de su ámbito 
de competencia, es decir, en extralimitación de funciones o abuso de poder, ya que a su 
vez se vulneran derechos constitucionales. 

1.9. Actos jurídicos-privados 

Si la pregunta se refiere a los denominados doctrinalmente "actos de autoridad", 
esto es, actos dictados por personas o entes privados pero susceptibles de involucrar el 
ejercicio de potestades públicas, constituyen en nuestro país una elaboración juris­
prudencia!, pero categoría igualmente sujeta al control constitucional. 

811 



2. Modelos de control 

En Venezuela existen los tres tipos de control de la constitucionalidad que 
conoce la doctrina: el preventivo (veto presidencial); el ofensivo (acción de nulidad por 
inconstitucionalidad) y el defensivo (excepción de inconstitucionalidad), esto es, lo que 
en los modelos europeos de control se conoce como <~control abstracto de normas" y 
"control concreto de normas". 

2.1. Constitución 

La Constitución venezolana prescribe que corresponde a la Corte Suprema de Jus­
ticia en Pleno el control concentrado de la constitucionalidad de los actos del Poder Público. 

Prevé además la Carta Magna el llamado "Veto Presidencial", que podría 
calificarse como un control previo, según el cual se faculta al Presidente de la República 
para solicitar, mediante exposición razonada, la reconsideración de una ley sancionada 
por el Congreso, a fin de que se modifiquen algunas disposiciones o se levante I'h 
sanción a toda la ley o parte de ella. Si el veto presidencial fuera rechazado por simple 
mayoría de la Cámaras en sesión conjunta. se concede al Presidente la opción o de 
promulgar la ley o de devolverla nuevamente al Congreso para una nueva y última 
reconsideración. En cambio, cuando la decisión de las Cámaras en sesión conjunta se 
hubiese adoptado por las dos terceras partes de sus miembros, el Presidente de la 
República tendrá que promulgar la Ley dentro de los cinco días de su recibo. 

Sin embargo, cuando el Presidente haya alegado la inconstitucionalidad de la ley 
y las Cámaras hubiesen rechazado la solicitud de reconsideración, el Presidente de la 
República podrá acudir a la Corte Suprema de Justicia para que ésta se pronuncie acerca 
de la inconstitucionalidad alegada. 

De lo expuesto se deduce que, cuando el Presidente de la República hace uso de 
la facultad de vetar las leyes fundándose en razones de inconstitucionalidad, "actúa en 
cierto modo como auxiliar de la Corte Suprema en el cumplimiento de la función que a 
ésta corresponde como contralor jurisdiccionaLde la_J:Oll!lli\!JJ:ionalidad de las )<!y es"_, 
(Martín Pérez Guevara: Bases normativas del Control Jurisdiccional de los Poderes 
Públicos en Venezuela, Instituto de Derecho Público, Facultad de Ciencias Jurídicas y 
Políticas de la Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1979). 

De igual manera, las Constituciones de los Estados federados contemplan la 
figura jurídica del veto del Gobernador a las leyes sancionadas por las Asambleas 
Legislativas, pudiendo aquél ocurrir ante el Máximo Tribunal si las objeciones se 
fundamentan en la inconstitucionalidad o la ilegalidad. 

2.2. Los Tratados Internacionales - Convenciones y Pactos Internacionales de 
carácter general o regional en materia de derechos del hombre 

Venezuela es Estado Parte de varias Convenciones y Pactos Internacionales cuyo 
contenido tiene relación directa e indirecta con el resguardo de derechos 
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constitucionales. Sin embargo, en sus textos los Estados partes se comprometen a 
garantizar ~ en caso de que no existan - los medios y vías procedirnentales idóneas a 
tales fines, sin que se establezca explícitamente un modelo determinado. 

2.3. Otras normas o principios 

El Código de Procedimiento Civil venezolano contiene en su normativa (artí­
culo 20) la otra forma de control constitucional - difuso - que nos permite afirmar la 
existencia de una fonna de control mixto en nuestro país. En efecto, conforme a la 
mencionada norma - que dada su extraordinaria relevancia para la protección del Texto 
Fundamental ha debido ser incluida en la Constitución de 1961 y no en uno de rango 
legal - cuando el Juez conociendo de una determinada causa se percate de la 
inconstitucionalidad de una norma está obligado a desaplicarla al caso concreto. 

Otra modalidad de control la constituye la acción de amparo, que por sus 
particularidades será más profusamente tratada en otra parte del presente cuestionario. 

lil. MODALIDADES Y YIAS PROCESALES DE FISCALIZACION DE LA 
CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS JURIDICAS 

l. Los momentos de control 

1.1. Preventivo o "a priori" 

Conoce la Corte Suprema de Justicia en Pleno, de las solicitudes de declaratoria 
de inconstitucionalidad de las leyes, formuladas por el Presidente de la República antes 
de ponerle el ejecútese a las mismas, lo cual se conoce como ''veto presidencial" o 
"control previo de la constitucionalidad de las leyes". 

Así mismo, conoce la referida Sala de las solicitudes de declaratoria de 
inconstitucionalidad de las leyes estadales presentadas por los Gobernadores de los 
Estados, mecanismo que igualmente funciona como control previo. 

J .2. Sucesivo o "a posteriori" 

En el modelo venezolano de control a posteriori de la constitucionalidad 
coexisten el llamado control judicial "concentrado" de la constitucionalidad de los actos 
del Poder Público- de origen austríaco- que se distingue por estar asignada tal revisión 
de la supremacía constitucional sobre las leyes y demás actos del Poder Público a un 
órgano especializado, con el denominado control .. difuso" de constitucionalidad, que 
constituye lu otra vertiente no necesariamente contrapuesta y en nuestro caso, más bien 
complemento de la anterior, que se caracteriza, como se señaló, por otorgar a todos los 
jueces integrantes del aparato jurisdiccional del Estado la facultad para resolver 
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incidentalmente sobre cuestiones de constitucionalidad planteadas en el curso de una 
controversia concreta. 

2. Los modos de control 

2.1. Control abstracto previo 

• Objeto pasible y extensión del control 

Las leyes sancionadas por las Cámaras Legislativas, cuando el Presidente de la 
República las hubiere objetado fundándose en razones de inconstitucionulidud y 
solicitada su revisión al Máximo Tribunal en los términos previstos en la Constitución. 

También las leyes de los Estados sancionadas por las Asambleas Legislativas, 
cuando los Gobernadores soliciten u la Sula Plena de la Corte Suprema de Justicia la 
declaratoria de inconstitucionalidad de las mismas (supuesto contemplado en las 
Constituciones de cada uno de los Estados que forman la República). 

• Legitimidad 

El Presidente de la República en los casos de leyes nacionales y los 
Governudores de los Estados en los casos de leyes estadules. 

• Plazo 

Dentro del término fijado pura promulgar la ley, luego que las Cámaras en sesión 
conjunta se la hayan enviado por tercera vez, término que es de cinco días contados a 
partir de su recibo (artículo 173 de la Constitución). 

En el caso de una ley estada!, el plazo varía según lo establecido en la 
Constitución del Estado cuya Asamblea Legislativa haya sancionado la ley en cuestión. 

• Tramitación (reglas especificas) 

La Corte decidirá dentro del término de diez dfas, contados desde el recibo de Tu 
comunicación del Presidente de la República. 

Sin embargo, no pareciera existir un plazo similar en los casos de leyes 
estada! es. 

• Altemativas y efectos de la decisión 

Si la Corte negare la inconstitucionulidad invocada, o no decidiere dentro del 
término antes indicado, el Presidente de la República deberá promulgar la ley dentro de 
los cinco días siguientes a la decisión de la Corte a al vencimiento de dicho término. 
Si por el contrario, el Alto Tribunal considera que en efecto la ley sancionada es 
inconstitucional, no podrá ser promulgada por el Presidente. 

En el caso de leyes estadales, no se impone su promulgación en caso de no 
decisión por parte del Alto Tribunal. 
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2.2. Control abstracto por vía de acción 

Según la concepción del modelo de control abstracto en el sistema europeo, lo 
que existe en Venezuela en la acción de nulidad por inconstitucionalidad que coincide 
con la acción popular de inconstitucionalidad destinada a revisión de los actos de 
efectos generales emanados de los órganos del Poder Público, a la que se hace 
referencia en el siguiente punto del cuestionario. 

Sin embargo, existe en el modelo venezolano de control de la constitucionalidad 
por vía de acción el recurso por inconstitucionalidad de los actos de efectos particulares 
emanados de los órganos del Poder Público, que responde a los siguientes parámetros: 

• Objeto posible y extensión del control 

Esta acción se extiende a todos los actos de efectos particulares emanados de 
cualesquiera de los órganos del Poder Público, cuando sean cuestionados por 
inconstitucionalidad. 

• Legitimidad 

En razón de los efectos particulares del acto recurrido, se requiere para ejercer 
esta acción la calificación de un interés por parte del recurrente: personal, legítimo y 
directo. 

• Plazo 

Para su interposición existe un lapso de caducidad de seis meses. En el caso de 
actos de efectos temporales la acción caduca a los 30 días. 

• Tramitación (reglas específicas) 

El procedimiento para impugnar por inconstitucionalidad un acto particular es el 
previsto en la Sección Tercera ("de los Juicios de Nulidad de los Actos Administrativos 
de Efectos Particulares") del Capítulo ll, Título V, de la Ley Orgánica de la Corte 
Suprema de Justicia, pautado como procedimiento en primera y única instancia. 

• Alternativas y efectos de la decisión 

La Sala Político-Administrativa deberá necesariamente declarar con o sin lugar, 
procedente o improcedente el recurso interpuesto. La decisión que declare la nulidad 
por inconstitucionalidad del acto administrativo impugnado, por ser de carácter 
individual, solo tiene efectos particulares o concretos, debiendo la indicada Sala 
determinarlos en el tiempo. 

2.3. Acción popular de inconstitucionalidad 

La finalidad del recurso de inconstitucionalidad en nuestro derecho, en la 
doctrina jurídica nacional y principalmente en la jurisprudencia del Supremo Tribunal 
con sus diversas denominaciones históricas, no es, precisamente, la defensa o 
protección de los derechos subjetivos o de los intereses legítimos de los ciudadanos en 
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particular; sino la defensa objetiva de la majestad de la Constitución y de su 
supremacía, de manera que cuando una persona ejerce el recurso de inconstitu­
cionalidad, en los términos del artículo 112 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de 
Justicia, debe presumirse, al menos relativamente, que el acto de efectos generales 
recurrido en alguna fonna afecta los derechos o intereses del recurrente en su condición 
de ciudadano venezolano,-salvo que del contexto del recurso aparezca manifiestamente 
lo contrario. 

• Objeto posible y extensíón del control 

Los actos de efectos generales emanados del Poder Público, específicamente: las 
leyes y demás actos de efectos generales emanados de los cuerpos deliberantes 
nacionales o estadales, ordenanzas municipales y demás actos de efectos generales de 
los cuerpos deliberantes de los Municipios, reglamentos y demás actos generales del 
Ejecutivo Nacional. 

• Legitimidad 

Toda persona natural o jurídica es plenamente capaz. Aquí, se hace necesario 
acotar que aunque el artículo 112 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia 
exige un interés simple en el recurrente ("que sea afectado en sus derechos o intereses"), 
lo cual en principio generó dudas en un sector de la doctrina acerca de si se había 
restringido la popularidad de la acción, la jurisprudencia del Alto Tribunal ha 
interpretado la norma de forma amplia, esto es, en el sentido de que la exigencia 
respecto a que el recurrente se considere afectado en sus derechos e intereses está sólo 
destinada a evitar el ejercicio de acciones temerarias o intrascendentes y, de modo 
alguno, como un impedimento que obstaculice el inicio de cualquier acción que tienda 
a la salvaguarda del Estado de Derecho, conceptuando así el recurso de inconstitu­
cionalidad, como un instrumento de colaboración ciudadana en el resguardo del respeto 
al Texto Fundamental por todas las ramas del Poder Público. 

• Plazo 

No hay lapso de caducidad para el ejercicio de esta acción. 

• Tramitación (reglas específicas) 

El procedimiento a seguir en los "juicios de nulidad de los actos de efectos 
generales" aparece consagrado en la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia. en 
su Sección Segunda, Capítulo Il ("de los Procedimientos en Primera y Unica 
Instancia"), Título V ("de los Procedimientos") y dicho procedimiento es común a la 
acción de nulidad por inconstitucionalidad o por ilegalidad, ya que la nota determinante 
del procedimiento viene dada por la naturaleza del acto que se impugna, según sea 
general o particular, y no por el vicio de que adolece. 
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• Alternativas y efectos de la decisión 

Cuando se trata de ilegitimidad constitucional de las leyes, pronunciada por el 
Supremo Tribunal en ejercicio de su función soberana, como intérprete de la 
Constitución y en respuesta a la acción pertinente, los efectos de la decisión se extiende 
erga omnes y ésta cobra fuerza de ley. Corresponde, a la Corte, sin embargo, determinar 
la proyección en el tiempo de tales efectos, según la facullad que le confiere el artí­
culo 1 1 9 de la Ley que rige sus funciones. 

2.4. Control abstracto por omisión 

No existe en el ordenamiento jurídico venezolano un modelo de control que 
pueda asimilarse al aquí indicado. 

2.5. Control concreto o incidental 

2.5.1. objeto posible 

2.5.2. legitimidad 

2.5.3. tramitación y régimen jurídico: 

a) a través del mecanismo de cuestión prejudicial de la constitucionalidad y reenvío 
(instancias con legitimidad para llevar al Tribunal Constitucional la cuestión de 
constitucionalidad; presupuestos del reenvío y efectos del reenvío); 

b) competencia de control (de oficio) de los tribunales en general con recurso 
para ante el Tribunal Constitucional o Tribunal similar (tipos de recursos y 
régimen jurídico, presupuestos del recurso). 

2.5.4. Efectos de la decisión 

No existe este mecanismo en la legislación venezolana, que se corresponda 
exactamente con las características como ha sido concebido este control en los modelos 
europeos y estaba previsto en la Constitución de 1901, norma que desapareció, en Jos 
términos en que estaba formulada, en las Constituciones posteriores. 

2.6. Otros modos de control 

El mecanismo de control incidental que existe en Venezuela, como quedan1 antes 
expuesto, es el previsto en el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil venezolano 
(control difuso), conforme al cual, debe el Juez desaplicar una determinada norma 
cuando aprecia su inconstitucionalidad. En otras palabras, está referido a la aplicación 
preferente de la norma Fundamental por parte de los jueces de grado. Este mecanismo 
de control sólo surte efecto en el caso concreto debatido y no alcanza, por lo mismo, 
sino a Ias partes interesadas en el conflicto. 
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3. Contenido de las decisiones 

3. L Los tipos simples o extremos 

• Decisiones de inconstitucimwlidad (nulidad) -sentencias declarativas de 
inconstitucimzalidad 

La Sltla.Plena de la corte SujJfema de Justicia tiene constitucionalmente el 
poder de anular los actos contrari~s--a-la ·c.rriaMaglla. El Órgano decisor esuf obligado 
para ello a examinar todos los motivos en que se fundamenta la demanda de nulidad, 
pero la ley no limita su apreciación sólo a los motivos alegados por el recurrente, ya 
que, en vista de la cuestión de inconstitucionalidad envuelta en estos juicios, y en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley Orgánica del Alto Tribunal, según el 
cual es función primordial de la Corte Suprema controlar la constitucionalidad de los 
actos del Poder Público, puede apreciar motivos de inconstitucionalidad no alegados 
por el recurrente. 

La declaratoria de nulidad por inconstitucionalidad impone la supresión del acto 
de la esfera jurídica. 

• Decisiones de constitucionalidad (o de conformidad con la Constitución) -
sentencias declarativas de constitucionalidad 

En Venezuela las decisiones que la Corte Suprema de Justicia adopta conforme 
a los previsto en los ordinales 3.', 4.' y 6.' del artículo 215 la Constitución (Leyes, 
reglamentos y demás actos estatales contrarios a la Constitución) son constitutivas, es 
decir, que las leyes inconstitucionales son actos estatales afectados de nulidad 
relativa. 

Ahora bien, las excepciones a la anterior regla son: 

a. - Cuando la propia Constitución califica el acto de nulo e ineficaz, como en el 
caso. de los artículos 46. y ll ~ _de la .ConstiWcLón, _p_or ser u~ acto _e_manaª() ¡¡e llna 
autoridad usurpada o por ser un acto del Poder Nacional que viole o menoscabe los 
derechos garantizados en la Constitución. 

b.-Cuando la Corte Suprema de Justicia declara expresamente en el fallo que la 
ley declarada inconstitucional es nula de nulidad absoluta, supuesto que se presenta por 
ejemplo en el caso de los actos emanados de una autoridad usurpada, cuya nulidad está 
expresamente prevista en la Constitución (artículo 119) y la Corte Suprema de Justicia 
determina los efectos de la nulidad en el tiempo, por la facultad que le otorga su Ley 
Orgánica (artículo 119). 

En estos casos de excepción las sentencias de la Corte tienen la categoría de 
sentencias declarativas, produciendo efectos hacia el pasado (ex-tune) (tesis de la 
doctrina venezolana según los autores José Guillermo Andueza y Allan Brewer 
Carías). 
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3.2. Los tipos intermedios: 

• Decisiones interpretativas: amplitud y lúnites de los poderes del Tribunal 
Constitucional frente al legislador y a los otros tribunales 

La Corte Suprema de Justicia al conocer de los recursos de nulidad por 
inconstitucionalidad conforme a sus competencias, tiene amplia potestad de fijar 
criterios interpretativos sobre el sentido y alcance de las disposiciones legales a la luz 
del texto constitucional. Esos criterios expuestos en una decisión que no involucre la 
nulidad del acto impugnado, no son en principio vinculantes respecto a otros tribunales 
que conozcan de causas en las que las normas invocadas hayan sido ya analizadas por 
el Máximo Tribunal; sin embargo, conforman pautas orientadoras que persiguen una 
interpretación uniforme de las mismas. 

Contempla además la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia en el ordinal 
24 de su artículo 42, en concordancia con el artículo 43 ejusdem, la competencia de la 
Sala Político-Administrativa para conocer del llamado "recurso de interpretación" y 
resolver las consultas que se le formulen acerca del alcance e inteligencia de los textos 
legales, en los casos previstos en la Ley. 

• decisiones de inconstitucionalidad parcial 

Puede ser declarado parcialmente con lugar el recurso de nulidad por incons­
titucionalidad interpuesto. En efecto, como se desprende del texto del artículo 119 de la 
Ley que rige las funciones del Máximo Tribunal, éste tiene la facultad de declarar si 
procede o no la nulidad del neto o de los artículos impugnados, de lo que se infiere que 
podría el decisor declarar sólo la nulidad de las disposiciones que colidan con la 
Constitución. 

• inconstitucionalidad parcial "horizomal" o "cuallfitativa" 

• inconstitucionalidad parcial "vertical" o "cualitativa" o "ideal'' 

• decisiones apelables o constructivas 

Conforme lo dispuesto en el artículo l.' de la Ley Orgánica de la Corte Suprema 
de Justicia, contra las decisiones dictadas en Pleno o en alguna de sus Salas no se oirá 
ni admitirá recurso alguno. 

• otras decisiones 

3.3. Decisiones integrativas o sustitutivas 

3.4. Efectos vinculantes de las decisiones: los destinatarios de las decisiones; la 
extensión de su fuerza obligatoria 

• Eficacia limitada al caso o inter partes y eficacia erga omnes 

En virtud del control difuso de la constitucionalidad, cuando cualquier Juez de 
la República actúa como garante de la Constitución al desaplicar una norma legal por 
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ser contraria a aquélla, la decisión sólo tiene efectos interpartes, es decir, los 
destinatarios de las decisiones son únicamente los sujetos del proceso, en consecuencia. 
no tierie fuerza vinculante para otras personas o jueces de la República. 

Por el contrario, las declaratorias de inconstitucionalidad de un texto normativo 
por la Sala Plena surten efectos erga onmes. Sin embargo, cuando la declaratoria de 
inconstitucionalidad de la Sala Político-Administrativa afecta un acto administrativo de 
efectos particulares, esa decisión sólo beneficia al recurrente. 

•-- Fuerzzr ZiiF7:CJlir jffZgtfiln; fuerza vbligaturicr general-; fuerza, -de precedente: 
fuerza de ley 

Es importante distinguir entre las decisiones producidas en ejercicio del control 
concentrado de la constitucionalidad y el llamado control difuso de la misma. 

Así, en el primer caso, la sentencia de inconstitucionalidad produce efectos de 
cosa juzgada con fuerza obligatoria general, gozando de las características de 
inmutabilidad e .indiscutibilidad. 

En el segundo supuesto (control difuso), la decisión sólo tiene fuerza de cosa 
juzgada absoluta entre las partes procesales, y cuando se trate del mismo objeto y de la 
misma causa. En consecuencia, los terceros no podrán aprovecharse de dicho 
pronunciamiento judicial. 

• La vinculación de los órganos de justicia constitucional a sus propias 
decisiones 

Las decisiones dictadas por la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, en 
ejercicio del control concentrddo de la constitucionalidad cuando declara la incons~ 
titucionalidad de un acto emanado del Poder Público, son vinculantes para la propia Corte. 

Pero si la declaratoria no es de nulidad, sino de inadmisibilidad o de 
improcedencia del recurso, la doctrina admite que esta decisión no vincula al Supremo 
Tribunal, en el sentido de que en el futuro podría modificar su criterio interpretativo 
(situación que generalmente se produce cuando ha variado la integración de la Corte en 
un determinado mornento}y_considerar en una trne_vadelJlanda soQre ~ rnismq__punto la 
procedencia de la acción. 

Ahora bien, las decisiones dictadas por cualquier Juez de la República en 
ejercicio del control difuso, al desaplicar alguna norma por considerarla 
inconstituéional, no lo vincula ni lo obliga. No tienen, por tanto, como en otros 
sistemas, el carácter de precedente, debido a los efectos únicamente ínter-partes que 
produce su decisión. 

3.5. Eficacia temporal de las decisiones 

3.5.1. Eficacia ex /llnc: su alcance y límites 

En virtud de los artículos 119 y 131 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de 
Justicia, corresponde a ésta en materia constitucional detenninar los efectos de la 
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nulidad en el tiempo. Por tul razón, puede declnrnr la nulidad absoluta de un neto estatal, 
cuando sea procedente, por razones de inconstitucionalidad, decisión que tendrá efectos 
retroactivos (ex tune). 

Respecto al control difuso de la constitucionalidad, In decisión mediante In cual el 
Juez desaplica la norma contr.rria a In Carta Magna es de tipo mero declnrntiva de inconsti­
tucionulidad preexistente, que opera ex 11/nc entre las partes, al no afectar la validez de la ley. 

3.5.2. Eficacia ex mmc 

En la mayoría de Jos casos, y en uso de la facultad antes referida, Jos efectos de 
las nulidades por inconstitucionalidad pronunciadas por la Sala Plena son fijadas hacia 
el futuro (ex mmc). 

3.5.3. Eticacia pro futuro (en especial, In posibilidad de fijación de un plazo pum 
In cesación de vigencia de In norma declnrndn inconstitucional) 

Hipotéticamente sería posible; sin embargo, los artículos l 19 y 13 1 de la Ley 
Orgánica de la Corte Suprema de Justicia al precisar que la Corte "determinará Jos 
efectos de la decisión en el tiempo" sólo ha sido interpretado en el sentido de la eficacia 
ex tune o ex nunc, o sea, que la norma es nula de nulidad absoluta (inexistente) desde 
el momento de su emisión, o que sólo es nula desde el momento en que se declara su 
nulidad y, por tanto, los actos cumplidos bajo su imperio son válidos. 

IV. MODALIDADES Y VIAS PROCESALES DE PROTECCION JURIS­
DICCIONAL DE DERECHOS CONSTITUCIONALES 

l. Recurso de amparo 

Contempla In Constitución venezolana (artículo 49), además de la jurisdicción 
constitucional y la contencioso-administrativa, una especial jurisdicción mediante la 
cual los tribunales de la República, gracias a un procedimiento breve y sumario, pueden 
amparar a cualquier particular en el goce y disfrute de sus derechos y garantías 
constitucionales, restableciendo inmediatamente la situación jurídica infringida. 

Así pues, en Venezuela la acción de amparo más que un medio de control 
jurisdiccional de la constitucionalidad es conceptuado como un mecanismo de control de 
libenades pública' de amplísimo campo y cuyo conocimiento, además, no está· atribuido 
exclusivamente a la Corte Suprema de Justicia sino en ciertas y específicas materias, pues 
de ordinario, corresponde su conocimiento al tribunal de Primera Instancia con 
competencia en la materia afín con los derechos o garantías denunciados como violados. 

La norma constitucional consagratoria de la acción de amparo, ha sido 
desarrollada en la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitu­
cionales que data de 1988. 

821 



• Órgano jurisdiccional competente 

De conformidad con el artículo 7.' de la Ley Orgánica de Amparo sobre 
Derechos y Garantías Constitucionales, son competentes para conocer de esta acción, 
los tribunales de primera instancia que lo sean en la materia afín con la naturaleza 
del derecho o garantía constitucionales violados o amenazados de violación, en la 
jurisdicción correspondiente al lugar donde ocurrieren el hecho, acto u omisión que 
motivaren la--Solicitmt de_ amparo~ 

Del amparo de la libertad y seguridad personales (húbeas corpus) conocen los 
tribunales de primem instancia en Jo penal. 

Además, la Ley Orgánica de Amparo le atribuye a la Corte Suprema de Justicia 
la competencia para conocer en única instancia, en la Sala de competencia afín con 
la naturaleza del derecho o garantía constitucionales vulnerados o amenazados de 
violación, de la acción de amparo contra los hechos, actos u omisiones emanados del 
Presidente de la República, de Jos Ministros, del Fiscal General de la República, del 
Procurador General de la República o del Contralor General de la República, así como 
del Consejo Supremo Electoral y otros organismos electorales del país. 

Ahora bien, la enumeración contemplada en ese artículo 8 de la Ley Orgánica 
de Amparo, ha sido interpretada jurisprudencialmente de manera extensiva, por lo 
que cualquier otro órgano o ente de rango constitucional y con carácter nacional se 
considera también incluido en ella, (como es el caso del Consejo de la Judicatura). 

Por último, leyes especiales también le han atribuido a la Corte Suprema de 
Justicia el conocimiento de acciones de amparo que se interpongan contra determinados 
entes públicos, tal como es el caso de la Ley Especial de Emergencia Financiera, 
recientemente promulgada. 

Como puede apreciarse, la competencia para conocer y decidir las acciones de 
amparo se dilucida, de acuerdo can la Ley Orgánica de Amparo, con base en dos criterios: 
el material y el orgánico o personal. El primero es el criterio rector de competencia y le 
atribuye el conocimiento de esta acción a Jos tribunales de primera instancia de la localidad 
donde se produjo Ja.Jesión constitucional cuya. competencia ordinaria por la. materia. ~ea 
afín con la naturaleza o índole de Jos derechos y garJntías denunciados como violados; de 
esta forma, conocen de las acciones de amparo los tribunales de prirnem instancia en lo 
civil, penal, laboral o contencioso-administrativo, dependiendo si la naturaleza de los 
derechos vulnerados se vinculan con la materia de conocimiento natural de esos órganos 
jurisdiccionales. El segundo, el criterio orgánico o personal, atribuye el conocimiento de 
esta acción a la Corte Suprema de Justicia, en la Sala de competencia afín con Jos supuestos 
derechos vulnerados, cuando el agmviante sea un ente u órgano del Poder Público con 
jerd.fquía constitucional y de car.lctCr nacionü1. 

• Ámbito de aplicación 

La doctrina de la Corte ha señalado que no puede existir ningún acto estatal que 
no sea susceptible de ser revisado por la vía del amparo, ya que este medio procesal no 
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es entendido como una forma de control jurisdiccional de los actos estatales capaz de 
declarar su nulidad, sino un medio de protección de las libertades públicas. 

En consecuencia, la acción de amparo procede contra: cualquier hecho, acto u 
omisión provenientes de Jos órganos del Poder Público Nacional, Estada) o Municipal, 
que haya violado, violen o amenacen violar cualesquiera de las garantías o derechos 
consagrados en la Constitución; contra la aplicación de alguna nonna que colida con la 
Curta Magna cuando la violación o amenaza se derive de dicho precepto; contm las 
decisiones judiciales que lesionen derechos constitucionales; y contra los actos 
administrativos, actuaciones materiales, vías de hecho abstenciones u omisiones que 
violen o amenacen violar un derecho o garantía constitucional. 

Además, procede la acción de amparo contra cua1quier hecho, acto u omisión 
originados por ciudadanos, personas jurídicas, grupos u organizaciones privadas, que 
hayan violado o amenacen violar cualesquiem de las gamntías o derechos consagrados 
en la Constitución. 

• Objeto 

La restitución de la situación jurídica infringida o la que más se asemeje a ella. 

• Presupuestos 

La institución del amparo constitucional en Venezuela contempla dos modalidades 
diferentes, que la labor jurisprudencia), en especial la de la Corte Suprema de Justicia, se 
ha encargado de delimitar: la acción de amparo ejercida en forma autónoma e 
independiente y la que se ejerce como medida cautelar dentro de otros medios judiciales, 
ya sean Jos recursos contencioso-administrativos, la acción de inconstitucionalidad de las 
leyes u otros actos estatales nonnativos o Jac; vías judiciales ordinarias. 

• Legitimidad 

legitimación pum interponer la acción de amparo la ostenta cualquier habitante 
de la República, sea nacional o extranjero, o cualquier persona jurídica domiciliada en 
la República, siempre y cuando sea lesionado en sus derechos subjetivos o garantías de 
rango constitucional. Es entonces el amparo una acción personalísima, que amerita para 
su procedencia que el actor sea lesionado en un verdadero derecho subjetivo que le 
otorga la Carta Magna, por Jo que no resulta el medio apropiado para la protección, 
como se ha pretendido en ciertas oportunidades, del interés general o de la 
constitucionalidad objetiva. 

• Tramitación y régimen jurídico 

El procedimiento, según Jo establece la propia Constitución, es breve y sumario, 
y uno de sus aspectos más importantes es que tiene un carácter extraordinario o 
especial, que sólo procede (como se dijo en la decisión de Sula Político-Administrativa 
del 6-8-87, caso: Registro Automotor Permanente) "cuando se huyan agotado, no 
existan, o sean inoperante otras vías procesales JIUe permitan la reparación del daño." 
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Este carácter extraordinario, al igual que la exigencia de que la violación 
constitucional sea directa e inmediata, ha servido para controlar, en buena medida, el 
uso indiscriminado por los particulares de este medio judicial breve y sumario para 
resolver los cotidianos conflictos de intereses, de forma tal que impide en la práctica la 
suplantación o derogación de los mecanismos procesales ordinarios previstos por el 
legislador puru estos fines. 

El procedimiento de la acción de amparo, por ser esta institución de expreso 
~orden_p_úblic_q_. __ fi!!_s,tesenvuely~ con las_ menores formalidad~_s, es gratuito y el juez cue~ta 
con amplios poderes inquisitivos. lg~~fmen·te·~-Uun cuando el fegisfador -conlempTO uriü 
disposición por la cual parece permitírsele al juez dictar su decisión sin notificar a la 
supuesta parte agraviante (artículo 22), es criterio jurisprudencia! reiterado del Supremo 
Tribunal que debe siempre- en toda acción de amparo autónoma~ por más urgente que 
sea la denuncia, garantizarse el derecho a la defensa de la persona o el órgano contra 
quien se interpone la acción, quien debe presentar un informe sobre la pretendida 
violación constitucional en un lapso perentorio de 48 horas; y el juez, luego de escuchar 
a ambas partes en una audiencia pública y oral, debe dictar providencia en un lapso de 
24 horas. 

Contra las decisiones en materia de amparo dictadas en primera instancia por 
Tribunales distintos a la Corte Suprema de Justicia se oye apelación en un solo efecto 
dentro de los tres (3) días siguientes a lu fecha en que fuera dictado el fallo. Sin 
embargo, si no fuere ejercido el recurso de apelación, dicha decisión será 
obligatoriamente consultada an,te el tribunal superior respectivo. 

• Plazo 

No se admite lu acción de umpuro luego de transcurrido el lapso de seis (6) 
meses contados a partir de la violación o amenaza al derecho protegido, a menos que 
unu ley especial establezca un plazo diferente o que sea unu violación que afecte el 
orden público o las buenas costumbres; en este ultimo supuesto no existe lapso de 
caducidad. 

• Efectos de lil decisión 

En cuanto a los efectos de la decisión de amparo, éstos son siempre 
restublecedores de la situación jurídica infringida, por lo que el juez tiene los mayores 
poderes para ordenar y garantizarle ul agraviado el goce y disfrute de los derechos o 
garantías constitucionales violados. Además, debido al carácter personulísimo de la 
acción, la decisión del juzgador no puede extenderse o afectar a personas no 
intervinientes en el proceso, es decir, producirá siempre y exclusivamente efectos ínter­
partes. 

Cube además señalar que, por !u falta de un conocimiento pleno del asunto 
debatido por el juez debido al carácter breve y sumario del proceso, la decisión fin u!, si 
bien es definitiva, no produce cosu juzgada muteriul o intangibilidad. 

Finalmente, cuando se ejerce esta acción contra actos administrativos no tiene el 
juez, por lo antes dicho, poderes de anulación o de extinción sobre el acto cuestionado, 
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sino sólo puede, una vez demostrada la lesión, proceder a restarle su encacia para 
garantizar los derechos fundamentales del solicitante, por lo que siempre quedan a salvo 
para las partes el uso de las acciones o recursos contencioso-administrativos ordinarios 
que contra el acto o hecho lesivo puedan interponerse (artículo 36 de la Ley Orgánica 
de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales). 

Ahora bien, existe otra modalidad que el legislador contempló en la acción de 
amparo, la cual se verifica al ejercerse dicha acción en forma conjunta con otros medios 
o recursos judiciales: con el recurso contencioso administrativo de anulación de actos 
administrativos de efectos particulares; con el recurso también contencioso adminis­
trativo por abstención o carencia; y con la acción de inconstitucionalidad de las leyes u 
otros actos estatales normativos. 

Debe advertirse al respecto, que en doctrina y en los tribunales esta modalidad 
de amparo conjunto hu sido objeto de interminables debates - debido u las variadas y 
hasta contradictorias interpretaciones que de las disposiciones de la Ley Orgánica de 
Amparo pueden desprenderse ~ lo cual dilicultu su exposición; no obstante puede 
afirmarse que en estos casos, el amparo no se presenta como una acción autónoma e 
independiente, capaz de restablecer por sí misma la situación jurídica denunciada como 
infringida. sino (hu sido el criterio sentado por la Sala Político-Administrativa desde la 
decisión del 7.1 0.91, caso: Tarjetas Bunvenez) como una medida o incidencia cautelar 
dentro del proceso en el que se ejerció, el cual viene a ser el principal. 

Como medida cautelar, el amparo, entonces, pem1ite al juez, en especial al canten~ 
cioso administrativo, tomar las previsiones que considere más pertinentes o adecuadas -ya 
sean simplemente asegurativas o aún innova ti vas- para gamntizar que mientra<> es decidido 
con carácter definitivo el recurso interpuesto, el actor pueda disfrutar de la totalidad de sus 
derechos o garJntías de rango constitucional que el acto administrativo impugnado, la 
obligación específica incumplida o la ejecución de la ley inconstitucional ~ según $ea el 
juicio principal un recurso contencioso administrativo de anulación, una por abstención o las 
acciones de inconstitucional de lm; leyes - le violen o amenacen violarle. 

Como es fácil imaginar, aun cuando las disposiciones de la Ley Orgánica de 
Amparo que prevén esta modalidad de amparo conjunto se han prestado u diferentes y 
hasta contradictorias interpretaciones, esta figura, gracias a la interpretación adoptada 
por la Corte Suprema de Justicia, ha sido de gran utilidad y trascendencia en el sistema 
venezolano, ya que, en primer lugar, ha logrado llenar el vacío, en el ámbito 
contencioso administrativo, que deja la tradicional y simple suspensión de efectos de los 
actos administrativos (prevista en el artículo 136 de la Ley Orgánica de la Corte 
Suprema de Justicia), ostentando el juez gracias a ella mayores y amplios poderes 
cautelares capaces de garantizar la eficacia de sus decisiones~ y además, en el campo de 
la jurisdicción constitucional, le da la facultad al Máximo Tribunal de suspender la 
aplicación en el caso concreto del denunciante de los cuerpos legales o normativos que 
mediante la acción de inconstitucionalidud sean impugnados. Todo lo cual, 
evidentemente, redunda en beneficio de la administración de justicia por cuanto, al 
protegerse cautelarmente la efectividad de la ejecución de las sentencias, uno de los 
grandes males del sistema judicial, su lentitud, se ve atenuado. 
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2. Hábeas Corpus 

• Órgano jurisdiccional compete11te 

Los juzgados de primera instancia en lo penal del lugar donde se hubiese 
ejecutado el acto causante de la solicitud, o donde se encontrare la persona agraviada. 
son los competentes para conocer y decidir sobre el amparo de la libertad y seguridad 
~ersonales. Los respectivos Tribunales superiores conocen en consulta de las sentencias 
di~tadas-por aquellos. --

• Ámbito de aplicación 

La privación o restricción de la libertad y la amenaza a la seguridad personal, 
con violación de las garantías constitucionales. 

• Objeto 

La inmediata libertad del agraviado o el cese de las restricciones que se les 
hubiese impuesto, si se demostrare según el caso, que para la privación o restricción de 
la libertad no se hubieren cumplido las formalidades legales pertinentes. 

• Presupuestos 

Situaciones de privación o restricción de la libertad sin que se hubieren cumplido 
las formalidades legales del caso o amenaza a la seguridad personal. 

• Legitimidad 

La solicitud podrá ser hecha por el agraviado o por cualquier persona que 
gestione en favor de aquél, por escrito, verbalmente o por vía telegráfica, sin necesidad 
de asistencia de abogado. 

• Tramitación y régimen jurídico 

El Juez, úl récibif lii soliCiiiíd, horira una averiguación sumaria, urdenando 
inmediatamente al funcionario bajo cuya custodia se encuentre ]a persona agraviada que 
informe dentro del plazo de veinticuatro horas sobre los motivos de la privación o 
restricción de la libertad. 

Las solicitudes referidas a la seguridad personal se tramitarán de igual manera, 
si lo anterior le resulta aplicable. 

El Juez decidirá en un término no mayor de noventa y seis horas después de 
recibida 1a solicitud, sujetando su decisión, de considerarlo necesario, a caución per­
sonal o u prohibición de salida del país de la persona agraviada, por un término no 
mayor de treinta días. 

• Plazo 

En el hábeas corpus no se establece un plazo de caducidad, habida cuenta que el 
agraviado podría estar sencillamente impedido de acceder u los órganos de juSticia. 
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• Efectos de la decisión 

Inmediata libertad del agraviado o el cese de las restricciones que se le hubieren 
impuesto, si encontrare que para la privación o restricción de la libertad no se hubieren 
cumplido las formalidades legales. 

3. Mandato de protección 

• Órgano jurisdiccional competente 
• dmbito de aplicación 
• objeto 
• presupuestos 
• legitimidad 
• tramitación y régimen jurídico 
• plazo 
• efectos de la decisión 

Si esta figura jurídica se diferencia del amparo constitucional, no tendría su 
equivalente en el ordenamiento jurídico venezolano. 

4. Mandato formal obligatorio (imperativo) 

• Órgano jurisdiccional competente 
• ámbito de aplicación 
• objeto 
• presupuestos 
• legitimidad 
• tramitación y régimen jurídico 
• plazo 
• efectos de la decishJn 

Igualmente, si esta figura jurídica se diferencia del amparo constitucional, 
tampoco tendría su equivalente en el ordenamiento jurídico venezolano. 

S. Otras modalidades y vías procesales 

Los llamados interdictos prohibitivos, de obra nueva y de obra vieja, constituyen 
otra modalidad de protección de derechos constitucionales, siendo acciones de 
protección al derecho de propiedad principalmente. 
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V. EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y OTROS PODERES DEL ESTADO 

l. El Tribunal Constitucional, los partidos políticos, las elecciones y los 
rcrerendos (nacionall'S y locales) 

Como ya señalamos en su oportunidad, a la Corte Suprema de Justicia en Sala Polí­
tico-Administrativa le corresponde conocer de los recursos de nulidad contmlas decisiones 
del Consejo. Supremo ElectoraLertlos casos.d.e. elección del Presidente de.la !(eJl¡JlJ.Jica. 

Asimismo, en relación a los partidos políticos, corresponde al Máximo Tribunal, 
confonne a una importante interpretación jurisprudencial, conocer de los actos emanados 
de estos entes cuando se aleguen contra ellos vicios de inconstitucionalidad, supuesto en el 
cual el conocimiento de la acción corresponde a la Sala Políticó-Administrativa. Por el 
contrario, si se alegaren contra ellos vicios de ilegalidad su conocimiento corresponde a la 
Corte Primera en lo Contencioso-Administrativo. 

2. El Tribunal Constitucional y los equilibrios constitucionales entre los 
diferentes poderes del Estado 

En Venezuela existe una división tripartita de los poderes Públicos, pero al 
mismo tiempo existen una serie de instituciones destinadas a contrapesar la acción de 
esos poderes públicos cuando intentaren salir de su cauce legal. 

Un ex-Presidente de la Corte Suprema de Justicia, Dr. Martín Pérez Guevara, 
determinó con precisión los diferentes factores, mecanismos o técnicas de control de los 
poderes públicos, entre los cuales señaló los llamados controles internos o externos. 

Los controles internos son los que actúan dentro de cada órgano y estdn constituidos 
principalmente por los procedimientos y las formalidades que se establecen pura la reali­
zación de determinados actos. Pueden opemr en forma vertical (v.g. el proceso formativo de 
la Ley, los recursos administrativos). u horizontal (v.g. el que ejerce una de las Cámaras Le­
gislativas sobre la otm; los miembros del Gabinete sobre el Presidente de la República, etc.). 

El tipo de control externo. es el que existe entrcJos!l~rentes órganos del Estado. 
y sólo es posible en Venezuela, en virtud del principio constitucional de la colaboración 
recíproca entre cada una de las ramas del Poder Público, para la realización de los fines 
del Estado, lo que equivale a una versión atemperada en nuestro sistema constitucional 
del sistema rígido de separación de poderes en la concepción clásica de Montesquieu, 
que no admitía la ingerencia de ningún poder en las funciones de los otros. 

Así, el Congreso de la República ejerce sobre el Poder Ejecutivo un control 
político, un control político-administrativo y financiero. En el tlmbito del control político, 
específicamente sobre la adrilinistrndón pública -nacional, el texto constitucional consagra 
varias figuras que van, desde simples "recomendaciones" al Ejecutivo, pasando por las 
"preguntas", "mensajes presidenciales", "cuentas ministeriales", investigaciones" e 
"interpelaciones", hasta el "voto de censura", que es la expresión más severa del control 
político parlamentario, dudo que bajo ciertas condiciones, puede acarrear la remoción 
de un Ministro. 
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El control político~administrativo se materializa fundamentalmente a través de 
autorizaciones o aprobaciones del Poder Legislativo, necesarias para algunos actos 
administrativos del Poder Ejecutivo. 

El control financiero se ejerce fundamentalmente a través de la aprobación de la 
Ley de Presupuesto y del Plan Económico y Social de la Nación, que son dos aspectos 
íntimamente vinculados entre sí. 

Igualmente, el Congreso ejerce un control sobre el Poder Judicial cuando: 
designa los miembros de la Corte Suprema de Justicia, modifica la estructura de la 
misma y cuando aprueba el presupuesto de gastos del Poder Judicial. 

Por su parte, el Poder Ejecutivo ejerce una función de control sobre el Poder 
Legislativo al tener la facultad de vetar las leyes; y sobre el Poder Judicial de manera 
incipiente al estar facultado para la creación de registros y notarias, los cuales están 
adscritos a una dirección dependiente del Ministerio de Justicia. 

Ahora bien, se ha dicho, con razón, que una de las características más resaltan tes 
del sistema venezolano de control jurisdiccional es su plenitud. Con ello se quiere 
significar que ninguna de las tres ramas que ejercen el Poder Público escapa al control 
del órgano jurisdiccional y particularmente al control del tribunal de más alta jerarquía 
dentro de la estructura judicial venezolana: la Corte Suprema de Justicia. 

En efecto, como expusimos en su oportunidad, la Corte ejerce en forma 
exclusiva, el control directo de la constitucionalidad y legalidad de los actos emanados 
de cualesquiera de las tres ramas que conforman el poder público. El control del poder 
judicial lo ejerce a través de los recursos de casación; el del poder legislativo nacional, 
estada! o municipal, por medio de la acción de inconstitucionalidad de las leyes; y del 
poder ejecutivo y otros órganos del Estado de rango constitucional y autonomía 
funcional (Consejo Supremo Electoral, Consejo de la Judicatura, Ministerio Público y 
Contraloría General de la República), mediante la acción de nulidad contra los actos 
generales y de los recursos contencioso-administrativos contra sus actos particulares. 

3. El Tribunal Constitucional como garante de lo repartición de 
competencias entre: 

• Estado Federal! Estados Federados 
• Estados 1 Regiones 
• Estados 1 Mwlicípios 

En efecto, dentro de las funciones de control constitucional que le son inherentes 
a la Corte Suprema de Justicia como tribunal constitucional, se encuentra la garantía al 
respeto de ios límites de competencias que entre las distintas entidades territoriales ha 

• sido asignada por la Carta Fundamental. 
En este sentido, cabe destacar la competencia del Máximo Tribunal para dirimir 

las controversias en que una de las partes sea la República o algún Estado o Municipio, 
cuando la otm parte sea alguna de esas mismas entidades, supuesto en el cual el 
conocimiento del asunto corresponde a la Sala Político-Administrativa. 
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4. El Tribunal Constitucional y el poder legislativo 

Como se desprende de la exposición antes desarrollada, a la Corte Suprema de 
Justicia en Pleno, actuando corno Tribunal Constitucional le corresponde una función 
de control previo y posterior sobre los actos normativos emanados de los cuerpos 
legislativos nacionales, estadales o municipales, así como una obvia función de control 
sobre los actos del legislativo de carácter no normativo. 

Ahora bien,.adem{L, del controL de. lacons!itusl<mªli<J!¡d 1 d_¡ela. l!!galidaci ~<! los 
actos emanados del Poder Legislativo, la Corte Suprema de Justicia ejerce una función de 
colaboración con esa rama del Poder Público al tener la facultad de la iniciativa legislativa 
cuando se trate de leyes relativas a la organización y procedimientos judiciales. 

S. El Tribunal Constitucional y los tribunales en general 

A este respecto, le corresponde a la Corte Suprema de Justicia, cuando actúa 
como Tribunal Constitucional, una función importantísima al ser el órgano encargado 
de uniformar la interpretación del texto constitucional. En este sentido cabe anotar que 
si bien en materia de amparo no siempre le corresponde esta función por la forma en 
que fue estructurada esa jurisdicción, sí le toca en cambio, una función orientadora que 
aunque no es vinculante para el juez constitucional de amparo sí influye decisivamente 
en la interpretación que adoptan dichos jueces. 

VI. EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y LOS TRIBUNALES 
INTERNACIONALES Y SUPRANACIONALES 

En esta materia de tanta actualidad no existe lamentablemente, hasta el 
momento, ningún antecedente en que se huya planteado conflictos de soberanía en 
materia constitucional con otros Tribunales Supranacionales, tal vez esto se debe al muy 
incipiente impulso que- tan .sólo ahora se está dando_ a la materiu c_.QJTIU1_1jj;triq_~ 

VII. ELEMENTOS ESTADISTICOS SOBRE LA ACTIVIDAD 
DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL O TRIBUNAL SIMILAR 

Como quiera que la gama de competencias que le están atribuidas por Ley a las 
dos Salas que conocen de materia constitucional en la Corte Suprema es sumamente 
extensa no existen actualmente datos eStadísticos basados en sus decisiones limitmlas a 
la materia constitucional. 

Caracas, 5 de agosto de 1995. 
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